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Monterrey, Nuevo León a 04-cuatro de mayo del año 2023-dos mil veintitrés.---------------------- 

VISTO: Para resolver en definitiva el expediente número R. D. 51/2022, relativo al escrito de 

reclamación de daños signado por el C. , en contra de ninguna 

autoridad y de forma oficiosa se señaló al DIRECCIÓN GENERAL OPERATIVA ZONA SUR 

DE LA SECRETARÍA DE SERVICIOS PÚBLICOS DE MONTERREY, y una vez analizado el 

escrito inicial para la indemnización de daños al vehículo particular, las pruebas ofrecidas por el 

reclamante y cuanto más consta en autos, convino y debió verse, y; 

RESULTANDO 

PRIMERO: En fecha 16-dieciséis de diciembre del año 2022-dos mil veintidós, se recibió un 

escrito de reclamación para indemnización de daños signado por el C. 

, misma que fue radicada con el número de expediente R. D. 51/2022, anexando copia 

simple de las documentales que por la naturaleza de las mismas no requieren de un desahogo 

especial, admitiéndose en fecha 20-veinte de diciembre del año 2022-dos mil veintidós y 

emplazándose a las partes, por lo que una vez agotado el periodo probatorio y en atención al 

impulso procesal del ciudadano reclamante en fecha 20-veinte de abril del año 2023-dos mil 

veintitrés, a través del cual solicita resolución definitiva. 

SEGUNDO: El reclamante mencionó diversos argumentos, mismos que no se transcriben por ser 

innecesarios para cumplir con el principio de congruencia y exhaustividad, sirve de apoyo la 

siguiente tesis ( de aplicación supletoria del artículo 24 Fracción Ill del Reglamento de la 

Administración Pública del Municipio de Monterrey) jurisprudencial: 

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y 
EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos 

integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de 

la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los 

agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando 

precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da 

respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente 

planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe 

prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características 

especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos 

de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer. 

Contradicción de tesis 50/2010.-Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo del Noveno Circuito, Primero en 

Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito y Segundo en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer 

Circuito.-21 de abril de 2010.-Unanimidad de cuatro votos.-Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos.-Ponente: Sergio 

Salvador Aguirre Anguiano.-Secretario: Arnulfo Moreno Flores. 
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Tesis de jurisprudencia 58/2010.-Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del doce de mayo de dos 

mil diez. 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, mayo de 2010, página 830, Segunda Sala, tesis 

2a./J. 58/2010. 

Época: Novena Época 

Registro: 1003219 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Apéndice de 2011 

Tomo II. Procesal Constitucional l. Común Primera Parte - SCJN Décima Primera Sección - Sentencias de amparo y sus 

efectos 

Materia(s): Común 

Tesis: 1340 

Página: 1502 

Una vez presentado el escrito por reclamación del pago por daños y analizando los 

requisitos establecidos en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de 

Nuevo León, esta Dirección de Asuntos Jurídicos se encuentra en el momento oportuno para dictar 

la resolución respectiva, y; 

CONSIDERANDO 

PRIMERO: Ésta Dirección de Asuntos Jurídicos es competente para conocer y resolver el 

presente escrito de RECLAMACIÓN DE DAÑOS, de conformidad con lo establecido en los 

artículos 1, 2, 6, 15, 17 Fracción I, 34 Fracción II, 35 inciso B) Fracciones III y V, 86, 91, 92 

Fracción I, 94, 96, 97, 98 Fracciones III y XXII y 187 de la Ley de Gobierno Municipal del Estado 

de Nuevo León, en relación con los artículos 9, 11, 13, 14 Fracción IV inciso e ), 16 Fracción I, 17, 

18, 19 Fracción IV y 24 Fracciones IX, XII y XIX del Reglamento de la Administración Pública 

Municipal de Monterrey, adminiculada con los artículos 1, 21, 24, 25 y 26 inciso b) de la Ley de 

Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de Nuevo León, y acuerdo delegatorio de 

facultades de fecha 29-veintinueve de septiembre del año 2022-dos mil veintidós, publicado en el 

Periódico Oficial del Estado de Nuevo León en fecha 07-siete de octubre del año 2022-dos mil 

veintidós. 

SEGUNDO: Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 115 Fracción III inciso G de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los municipios tendrán bajo su encargo 

las funciones y servicios públicos siguientes: calles, parques, jardines y su equipamiento, y en 

atención a la jurisprudencia con número de tesis: P./J. 42/2008 a través de la cual se advierte el 

establecimiento a nivel constitucional de la figura de la responsabilidad del Estado por los daños 

que con motivo de su actividad administrativa irregular cause a los particulares en sus bienes o 
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derechos, la cual será objetiva y directa; y el derecho de los particulares a recibir una indemnización 

conforme a las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes, así como la siguiente 

tesis ( de aplicación supletoria del artículo 24 Fracción III del Reglamento de la Administración 

Pública del Municipio de Monterrey) jurisprudencial: 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO OBJETIVA Y DIRECTA. SU SIGNIFICADO EN TÉRMINOS 

DEL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 113 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS. Del segundo párrafo del numeral citado se advierte el establecimiento a nivel constitucional de la figura de la 

responsabilidad del Estado por los daños que con motivo de su actividad administrativa irregular cause a los particulares en sus 

bienes o derechos, la cual será objetiva y directa; y el derecho de los particulares a recibir una indemnización conforme a las bases, 

límites y procedimientos que establezcan las leyes. A la luz del proceso legislativo de la adición al artículo 113 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que la "responsabilidad directa" significa que cuando en el ejercicio de sus 

funciones el Estado genere daños a los particulares en sus bienes o derechos, éstos podrán demandarla directamente, sin tener que 

demostrar la ilicitud o el dolo del servidor que causó el daño reclamado, sino únicamente la irregularidad de su actuación, y sin 

tener que demandar previamente a dicho servidor; mientras que la "responsabilidad objetiva" es aquella en la que el particular no 

tiene el deber de soportar los daños patrimoniales causados por una actividad irregular del Estado, entendida ésta como los actos 

de la administración realizados de manera ilegal o anormal, es decir, sin atender a las condiciones normativas o a los parámetros 

creados por la propia administración. 

Acción de inconstitucionalidad 4/2004. Diputados integrantes de la Tercera Legislatura de la Asamblea Legislativa del Distrito 

Federal. 7 de febrero de 200?. Unanimidad de diez votos. Ausente y Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano; en su ausencia 

hizo suyo el asunto Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Eduardo Delgado Durán. 

El Tribunal Pleno, el doce de mayo en curso, aprobó, con el número 42/2008, la tesis jurisprudencia! que antecede. México, Distrito 

Federal, a doce de mayo de dos mí! ocho. 

Nota: Por ejecutoria de veintinueve de marzo de dos mil doce, el Pleno declaró improcedente la solicitud de modificación de 

jurisprudencia 31/2010 derivada de la solicitud de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, toda vez que estimó 

innecesario modificar la presente tesis jurisprudencial al tenor de las razones expuestas en la solicitud respectiva. 

Época: Novena Época 

Registro: 169424 

Instancia: Pleno 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXVII, Junio de 2008 

Materia(s): Constitucional 

Tesis: P./J. 42/2008 

Página: 722 

TERCERO: Los artículos 1, 2, 8, 13, 14 y 15 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial 

del Estado y Municipios de Nuevo León, estipula la aprobación para cuantificar y pagar legalmente 

lo que le corresponda a los ciudadanos agraviados por daños a sus vehículos cuya corrección resulte 

competencia del Municipio de Monterrey, mediante la indemnización, en consecuencia, del 

análisis del escrito de reclamación y las probanzas aportadas por el reclamante se desprende que 

no existe una "actividad administrativa irregular" por parte del probable responsable porque de las 

documentales que obran en el expediente se desprende que el lugar de los hechos es una avenida 

cuya responsabilidad de reparar el mal estado (baches) de las avenidas corresponde a la autoridad 
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estatal, ya que es de explorado derecho que las deficiencias en las vías públicas de las calles le 

corresponde a la autoridad Municipal, las deficiencias en las vías públicas de las avenidas le 

corresponde a la autoridad estatal y las deficiencias en las vías públicas de carreteras le corresponde 

a la autoridad federal, toda vez que existen dos tipos de competencia, una competencia formal y 

material para conocer y resolver de la presente reclamación que es propia de esta Dirección de 

Asuntos Jurídicos y otra competencia para dar mantenimiento y reparación de las calles que bien 

podría ser competencia de la Secretaría de Servicios Públicos del Municipio de Monterrey, las 

cuales no deben confundirse, porque una competencia es para conocer de la presente reclamación 

y otra competencia es para dar mantenimiento y reparación de las calles, el problema reside, en 

que esta autoridad municipal no puede juzgar a un servidor público o ente Estatal por ministerio 

de ley y solo nos corresponde juzgar a los servidores o entes públicos municipales, para que el 

mismo fuera declarado responsable (previo a su derecho de audiencia) sin tener que demostrar la 

ilicitud o el dolo del servidor que causó el daño reclamado, sino únicamente la irregularidad de su 

actuación porque existe un reglamento de la Administración, y de forma indiciaria se tuvo como 

autoridad demandada a la Dirección General Operativa Zona Sur de la Secretaría de Servicios 

Públicos del Municipio de Monterrey, misma que aun y cuando no haya informado nada, no se le 

puede tener por ciertos los hechos si de las demás documentales se desprende que no es 

responsabilidad por jurisdicción material de dicha autoridad, siendo la legitimación una cuestión 

procesal que solo se puede estudiar en esta resolución definitiva, en efecto, se resuelve de fondo la 

presente reclamación existiendo un error competencial, pues la competencia legal para conocer de 

la presente reclamación le corresponde al área jurídica de Gobierno del Estado de Nuevo León, a 

fin de robustecer, lo anterior, resulta aplicable por analogía la siguiente tesis (de aplicación 

supletoria del artículo 24 Fracción III del Reglamento de la Administración Pública del Municipio 

de Monterrey) jurisprudencial: 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO OBJETIVA Y DIRECTA. SU SIGNIFICADO EN TtRMINOS 
DEL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 113 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. Del segundo párrafo del numeral citado se advierte el establecimiento a nivel constitucional de la figura de la 

responsabilidad del Estado por los daños que con motivo de su actividad administrativa irregular cause a los particulares en sus 

bienes o derechos, la cual será objetiva y directa; y el derecho de los particulares a recibir una indemnización conforme a las bases, 

límites y procedimientos que establezcan las leyes. A la luz del proceso legislativo de la adición al artículo 113 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que la "responsabilidad directa" significa que cuando en el ejercicio de sus 

funciones el Estado genere daños a los particulares en sus bienes o derechos, éstos podrán demandarla directamente, sin tener que 
demostrar la ilicitud o el dolo del servidor que causó el daño reclamado, sino únicamente la irregularidad de su actuación, y sin 

tener que demandar previamente a dicho servidor; mientras que la "responsabilidad objetiva" es aquella en la que el particular no 

tiene el deber de soportar los daños patrimoniales causados por una actividad irregular del Estado, entendida ésta como los actos 

de la administración realizados de manera ilegal o anormal, es decir, sin atender a las condiciones normativas o a los parámetros 

creados por la propia administración. 

Acción de inconstitucionalidad 4/2004. Diputados integrantes de la Tercera Legislatura de la Asamblea Legislativa del Distrito 

Federal. 7 de febrero de 2008. Unanimidad de diez votos. Ausente y Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano; en su ausencia 

hizo suyo el asunto Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Eduardo Delgado Durán. 
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El Tribunal Pleno, el doce de mayo en curso, aprobó, con el número 42/2008, la tesis jurisprudencia! que antecede. México, Distrito 

Federal, a doce de mayo de dos mil ocho. 
Nota: Por ejecutoria de veintinueve de marzo de dos mil doce, el Pleno declaró improcedente la solicitud de modificación de 

jurisprudencia 31/2010 derivada de la so licitud de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, toda vez que estimó 

innecesario modificar la presente tesis jurisprudencia! al tenor de las razones expuestas en la solicitud respectiva. 

Época: Novena Época 

Registro: 169424 

Instancia: Pleno 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXVII, Junio de 2008 

Materia(s): Constitucional 
Tesis: P./J. 42/2008 

Página: 722 

En consecuencia la competencia para conocer y resolver la presente reclamación no debe 

confundirse con la autoridad competente para dar mantenimiento y reparación de las calles, por lo 

tanto, aunado a lo anterior, procede analizar los requisitos de reclamación de daños, en atención a 

los elementos propios de la responsabilidad administrativa mismos que son los siguientes: 

1) La existencia de un daño (real y directo); 

2) Actividad administrativa irregular; 

3) El nexo causal entre el daño y la actividad administrativa irregular; 

4) La no concurrencia de eximentes de responsabilidad. 

En este orden jurídico, dichos elementos son propios de una acción de indemnización de 

daños que por esta vía se reclama, toda vez que la "responsabilidad objetiva" que prevé la 

Constitución, no puede ser entendido en el sentido que se le atribuye a la responsabilidad objetiva 
civil, sino que refiere a una responsabilidad derivada de un acto irregular del Estado, deben 

trasladarse los requisitos propios de la responsabilidad civil al esquema de responsabilidad 
patrimonial del Estado, sin ser necesario probar la culpa de un agente del Estado en particular, sino 

la actuación irregular de la dependencia demandada, a fin de robustecer lo anterior, resultan 

aplicables por analogía las siguientes tesis ( de aplicación supletoria del artículo 24 Fracción III del 

Reglamento de la Administración Pública del Municipio de Monterrey) aisladas: 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. REQUISITOS PARA QUE PROCEDA. Toda vez que el término 

"responsabilidad objetiva" que prevé la Constitución, no puede ser entendido en el sentido que se le atribuye a la responsabilidad 
objetiva civil, sino que refiere a una responsabilidad derivada de un acto irregular del Estado, deben trasladarse los requisitos 
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propios de la responsabilidad civil al esquema de responsabilidad patrimonial del Estado, sin ser necesario probar la culpa de un 

agente del Estado en particular, sino la actuación irregular de la dependencia demandada. Así, para que proceda el pago 

indemnizatorio por la actividad irregular del Estado, deben concurrir los siguientes requisitos: 1) La existencia de un daño. Dicho 

daño debe ser efectivo, evaluable económicamente e individualizado en relación con una o varias personas. 2) Que el daño sea 

imputable a la Administración Pública, por ser efecto de su actividad administrativa irregular, la cual puede consistir en la prestación 

deficiente del servicio público de salud. 3) El nexo causal entre el daño y la actividad de la Administración Pública. 

Amparo directo en revisión 10/2012. Giovanni David Chávez Miranda. 11 de abril de 2012. Cinco votos de los Ministros Jorge 

Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Oiga Sánchez 

Cordero de García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María 

Ibarra Olguín. 

Amparo directo en revisión 3542/2013. Rosa González Olivares y otro. 15 de enero de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo 

Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Oiga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge 

Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de abril de 2014 a las 9:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

Época: Décima Época 

Registro: 2006255 

Instancia: Primera Sala 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 5, Abril de 2014, Tomo I 

Materia(s): Constitucional, Administrativa 

Tesis: la. CLXXI/2014 (IOa.) 

Página: 820 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. ELEMENTOS PARA LA PROCEDENCIA DEL PAGO 

INDEMNIZATORIO CORRESPONDIENTE. La responsabilidad patrimonial del Estado no tiene como única función la 

compensación de daños, sino también que la administración se configure y estructure de modo que cumpla adecuadamente todas y 
cada una de sus funciones, puesto que el bien tutelado con dicha figura jurídica es una administración pública eficiente, y en el 

evento de que no se satisfaga esa condición, deberá restituirse a través del pago o indemnización el daño sufrido. En estos términos, 

el reclamo de indemnización debe realizarse conforme a la legislación específica para ello, que resulta ser la Ley Federal de 

Responsabilidad Patrimonial del Estado, la cual tiene por objeto fijar las bases y procedimientos para reconocer el derecho a la 

indemnización a quienes, sin obligación jurídica de soportarlo, sufran daños en sus bienes o derechos como consecuencia de la 

actividad administrativa irregular del Estado. Así, como desde el punto de vista legal y doctrinario, para la procedencia del pago 

indemnizatorio deben colmarse los siguientes extremos: a) daño o perjuicio causado (real y directo); b) actividad administrativa 

irregular; e) nexo causal; y, d) la no concurrencia de eximentes de responsabilidad, el artículo 21 del citado ordenamiento establece, 

para esos efectos, los siguientes elementos: a) en los casos en que la causa o causas productoras del daño sean identificables, debe 

quedar en evidencia la relación causa-efecto entre la lesión patrimonial y la acción administrativa irregular imputable al Estado; 

esto es, deberá probarse fehacientemente o, en su defecto; b) la causalidad única o concurrencia de hechos y condiciones causales 

relevantes, así como la participación de otros agentes en la generación de la lesión reclamada, deberá probarse a través de la 

identificación precisa de los hechos que produjeron el resultado final, examinando rigurosamente las condiciones o circunstancias 

originales sobrevenidas que haya podido atenuar o agravar la lesión patrimonial reclamada. 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo directo 518/2012. María Silvia Matilde Barriguete Crespo y otro. 13 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: 

Jean Claude Tron Petít. Secretaria: Mayra Susana Martinez López. 

Época: Décima Época 

Registro: 2003140 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Libro XVIII, Marzo de 2013, Tomo 3 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: I.4o.A.36 A (IOa.) 

Página: 2074 

En virtud de lo anterior, el primer elemento de la reclamación de daños consiste en la 

existencia misma de dicho daño, la cual se aprecia en el parte vial por lo que se tiene acreditado el 

primer elemento, lo cual no implica declarar quien es el responsable de dicho daño, sino que 

únicamente en el primer elemento se analiza que el cumplimiento del primer requisito, y para 

dilucidar si la autoridad municipal es responsable o no, se analizara en el segundo elemento. 

El segundo elemento a analizar es la "actividad administrativa irregular", cuyo nucleó 

esencial es el denominado "bache", y del artículo 115 Fracción III inciso de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, establece lo siguiente: 

" ... Artículo ll5. Los estados adoptarán, para su regtmen interior, la forma de gobierno republicano, 
representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización 
política y administrativa, el municipio libre, conforme a las bases siguientes: 

fil Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes: 

g) Calles, parques y jardines y su equipamiento; 
.... , 

Del anterior artículo se desprende que es el Municipio tiene la obligación de dar servicios 

públicos en las calles pero no lo faculta para las avenidas, pero de la lectura del escrito de 

reclamación de daños, no se desprende a una autoridad demandada, ni siquiera al Municipio de 

Monterrey, por lo tanto, esta autoridad esta impedido para suplir la deficiencia de la queja, por ser 

una materia administrativa de estricto derecho, luego entonces no existe la actividad administrativa 

irregular atribuido a alguna autoridad competente para mantenimiento y reparación de las calles, 

máxime que el artículo 115 fracción III inciso g) de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos establece muy claramente que son las "calles" y no las "A venidas" como se desprende 

del parte vial que obra en actuaciones, en efecto, del parte vial de fecha  se desprende 

notoriamente que el accidente aconteció en la avenida Churubusco y por lo tanto es una presunta 
actividad administrativa irregular de Gobierno del Estado de Nuevo León, en efecto, todo 

accidente o acto que ocurra en las calles no significa que este bajo el mando y orden de la autoridad 

competente municipal de dar mantenimiento y reparación de las calles, sino más bien el servicio 

público de tránsito es la actividad técnica, realizada directamente por la administración pública, 
encaminada a satisfacer la necesidad de carácter general de disfrutar de seguridad vial en la vía 

pública y poder circular por ella con fluidez como peatón, como conductor o como pasajero, 

mediante la adecuada regulación de la circulación de peatones, de animales y de vehículos, 
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mientras que, en las avenidas le corresponde a Gobierno del Estado de Nuevo León, toda vez que 

el servicio público estatal de tránsito son en los caminos y puentes de jurisdicción estatal, resulta 

aplicable por analogía la siguiente tesis (de aplicación supletoria del artículo 24 Fracción III del 

Reglamento de la Administración Pública del Municipio de Monterrey), jurisprudencia! que 

establece lo siguiente: 

TRÁNSITO Y TRANSPORTE. DIFERENCIA ENTRE ESOS CONCEPTOS ENTENDIDOS COMO MATERIAS 

COMPETENCIALES. Como lo sostuvo la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la controversia constitucional 2/98, el 

concepto de "tránsito" y el de "transporte" son distintos. Así, el servicio público de tránsito es la actividad técnica, realizada 

directamente por la administración pública, encaminada a satisfacer la necesidad de carácter general de disfrutar de seguridad vial 

en la vía pública y poder circular por ella con fluidez como peatón, como conductor o como pasajero, mediante la adecuada 

regulación de la circulación de peatones, de animales y de vehículos, así como del estacionamiento de estos últimos en la vía 

pública El cumplimiento uniforme y continuo de este servicio debe ser permanentemente asegurado, regulado y controlado por los 

gobernantes, con sujeción a un mutable régimen jurídico de derecho público, para el cabal ejercicio del derecho de libertad de 

tránsito de las personas. El servicio público federal de tránsito se proporciona en los caminos y puentes de jurisdicción federal; el 

servicio público estatal de tránsito, en los caminos y puentes de jurisdicción estatal, así como en las zonas urbanas no atendidas por 

los Municipios; y el servicio público municipal de tránsito, en las zonas urbanas, habida cuenta que, en términos generales, los 

caminos que comunican a unas zonas urbanas con otras de la misma clase son de jurisdicción federal o estatal. En cambio, el 

transporte es una actividad consistente en llevar personas o cosas de un punto a otro y se divide, en atención a sus usuarios, en 

público y privado; y, en razón de su objeto, en transporte de pasajeros y de carga. A ello se agrega el transporte mixto, actividad 

realiz.ada directa o indirectamente por la administración pública con el mismo fin de satisfacer la necesidad de carácter general 

consistente en el traslado de las personas o de sus bienes muebles de un lugar a otro. En ese tenor, mientras el servicio de tránsito 

es uti universi, esto es, dirigido a los usuarios en general o al universo de usuarios de gestión pública, y se presta de manera 

constante, el de transporte es uti singuli, esto es, se dirige a usuarios en particular y puede ser tanto de gestión pública como privada. 

Controversia constitucional 18/2008. Municipio de Zacatepec de Hidalgo, Estado de Morelos. 18 de enero de 2011. Unanimidad 
de nueve votos. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Francisca María Pou 
Giménez. 
El Tribunal Pleno, el ocho de septiembre en curso, aprobó, con el número 46/2011, la tesis jurisprudencia! que antecede. México, 
Distrito Federal, a ocho de septiembre de dos mil once. 
Nota: La ejecutoria relativa a la controversia constitucional 2/98 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Novena Época, Tomo VIII, noviembre de 1998, página 316. 
Época: Décima Época 
Registro: 160727 
Instancia: Pleno 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Libro 1, Octubre de 2011, Tomo 1 
Materia(s): Constitucional 
Tesis: P./J. 46/2011 (9a.) 
Página: 307 

En consecuencia, solo esta acreditado un solo elemento consistente en la existencia de un 

daño real y directo, pero no esta acreditada la actividad administrativa irregular por haberse 

interpuesto ante esta instancia Municipal en ves de una instancia Estatal, y al no existir el 

segundo elemento, tampoco se cumpliría con en tercer elemento consistente en el nexo causal por 

faltar el segundo elemento, mismo que se analizara más adelante, porque es necesario que se reúnan 

los requisitos de existencia y de legalidad, como son sujeto, objeto, forma y voluntad, por una 

parte, y competencia, fundamentación y motivación, por otra, máxime que, el derecho a una 

indemnización surge con motivo de los daños causados a los particulares por la actividad 
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administrativa irregular, característica que no guarda identidad con la ilegalidad de un acto, es 

decir, el concepto de irregularidad es más restringido que el de ilegalidad. De este modo, aun 

cuando toda actividad irregular del Estado es ilegal, con independencia de que exista o no 

declaración judicial o administrativa en ese sentido, no todo acto declarado inválido constituye 

actividad irregular, resulta aplicable por analogía la siguiente ( de aplicación supletoria del artículo 

24 Fracción III del Reglamento de la Administración Pública del Municipio de Monterrey) tesis: 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA DECLARACIÓN DE INVALIDEZ DE UN ACTO 

ADMINISTRATIVO EN SEDE JlJRISDICCIONAL NO ES DEMOSTRATIVA, POR SÍ SOLA, DE UNA ACTUACIÓN 

IRREGULAR POR LA QUE DEBA SER INDEMNIZADO EL PARTICULAR. En el ámbito administrativo, la actividad 

estatal se materializa fundamentalmente a través de actos concretos mediante los cuales la autoridad crea, reconoce, modifica, 

transmite o extingue una situación jurídica subjetiva. Para su validez, es necesario que reúnan los requisitos de existencia y de 

legalidad, como son sujeto, objeto, forma y voluntad, por una parte, y competencia, fundamentación y motivación, por otra. En 

caso de que ese tipo de actos sean sometidos a revisión jurisdiccional y se compruebe que no reúnen dichos requisitos, quedará 

evidenciada su ilegalidad y será procedente declarar su nulidad. Por otra parte, de conformidad con el artículo l de la Ley Federal 

de Responsabilidad Patrimonial del Estado, el derecho a una indemnización surge con motivo de los daños causados a los 

particulares por la actividad administrativa irregular, característica que no guarda identidad con la ilegalidad de un acto, en tanto 

que la primera acontece en un contexto totalmente ajeno a las facultades de las autoridades, mientras que la segunda se refiere a los 

actos emitidos al amparo del marco normativo que rige a la autoridad, aunque de manera defectuosa, es decir, el concepto de 

irregularidad es más restringido que el de ilegalidad. De este modo, aun cuando toda actividad irregular del Estado es ilegal, con 

independencia de que exista o no declaración judicial o administrativa en ese sentido, no todo acto declarado inválido constituye 

actividad irregular. Conforme a estas explicaciones, la actuación administrativa ilegal, así declarada en sede jurisdiccional, no 

puede, por sí misma, dar lugar a la responsabilidad patrimonial del Estado, sino únicamente su actuación irregular, ya sea porque 

determinado acto autoritario se emitió sin que existieran atribuciones para tal efecto, o bien, en absoluto desapego de las reglas 

aplicables, causando daños a los particulares que no tenían obligación jurídica de soportar. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 189/2014. Administrador Local Jurídico del 

Sur del Distrito Federal del Servicio de Administración Tributaria 22 de mayo de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Joel 

Carranco Zúñíga, Secretario: Oliver Chaim Camacho. 

Amparo directo 684/2014. Gabriel Yáñez Ramírez. 30 de octubre de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Ronzon Sevilla. 

Secretaria: Ana Margarita Mejía García. 

Amparo directo 70/2015. Elizabeth Hemández Soria. 26 de marzo de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. 

Secretario: Paúl Francisco González de la Torre. 

Nota: En relación con el alcance de la presente tesis, destaca la diversa aislada 2a. V/2015 (LOa.), de titulo y subtítulo: 

"RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA NULIDAD DEL ACTO IMPUGNADO DECRETADA EN EL 

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO NO IMPLICA, NECESARIAMENTE, UNA ACTIVIDAD IRREGULAR DEL 

ENTE ESTATAL.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 13 de febrero de 2015 a las 9:00 horas y en la 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 15, Tomo II, febrero de 2015, página 1772. 

Esta tesis se publicó el viernes 03 de julio de 2015 a las 09: 15 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

Registro digital: 2009577 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Décima Época 

Materias(s): Administrativa 
Tesis: I.lo.A.108 A (lOa.) 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 20, Julio de 2015, Tomo 11, página 1758 

Tipo: Aislada 
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El tercer elemento a analizar es el nexo causal, en efecto, uno de los elementos para la 

procedencia del pago indemnizatorio correspondiente lo es la demostración del nexo causal entre 

la lesión producida y la actividad administrativa irregular desplegada, aunado a que debe existir 

una adecuación entre acto y evento, a lo que se ha llamado la verosimilitud del nexo, y sólo cuando 

sea así, alcanza la categoría de causa adecuada, causa eficiente o causa próxima y verdadera del 

daño, mismos que no se acreditan porque no se acreditó la responsabilidad administrativa irregular 

de la autoridad competente para dar mantenimiento y reparación de las calles, porque el accidente 

ocurrió en una avenida, y con las documentales señaladas no se desprende alguna autoridad 

responsable, por el contrario, se desprende notoriamente que el probable responsable es la 

autoridad competente de Gobierno del Estado de Nuevo León tal y como se desprende del parte 

vial que obra en actuaciones, y al no haberse acreditado el segundo elemento consistente en la 

actividad administrativa irregular analizada en la presente resolución, tampoco se acredita el nexo 

causal, mismo que se define como un conector capaz de asociar dos o más eventos en una relación 

causa-efecto de correspondencia, basado en el principio de razón suficiente; esto es, supone que se 

constate o verifique la interrelación de determinados eventos -antecedente y consecuente- a partir 

de un análisis fáctico para determinar si los sucesos ocurridos concurren y determinan la 

producción del daño, a fin de robustecer lo anterior, resulta aplicable por analogía ( de aplicación 

supletoria del artículo 24 Fracción III del Reglamento de la Administración Pública del Municipio 

de Monterrey) la siguiente tesis: 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. NOCIÓN DE NEXO CAUSAL PARA EFECTOS DE LA 
PROCEDENCIA DEL PAGO INDEMNIZA TORIO CORRESPONDIENTE. En el ámbito de la responsabilidad patrimonial 

del Estado, uno de los elementos para la procedencia del pago indemnizatorio correspondiente lo es la demostración del nexo causal 

entre la lesión producida y la actividad administrativa irregular desplegada, pues tanto a nivel doctrinario como legal - 

específicamente en el artículo 21 de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado- se exige la demostración de tal 

aspecto. En este contexto, el nexo causal se concibe como un conector capaz de asociar dos o más eventos en una relación causa- 

efecto de correspondencia, basado en el principio de razón suficiente; esto es, supone que se constate o verifique la interrelación de 

determinados eventos -antecedente y consecuente- a partir de un análisis fáctico para determinar si los sucesos ocurridos concurren 

y determinan la producción del daño. Es así que el concepto de relación causal resulta relevante e indispensable para verificar si se 

configura la responsabilidad patrimonial de la administración pública, lo cual implica el análisis, en su caso, de un conjunto 

complejo de hechos y condiciones que pueden ser autónomos entre sí o dependientes unos de otros, reduciéndose el problema en 

fijar qué hecho o condición puede ser relevante en sí mismo para obtener el resultado final; en otras palabras, poder anticipar o 

prever si a partir de ciertos actos u omisiones se da la concurrencia del daño era de esperarse en la esfera normal del curso de los 

acontecimientos o si, por el contrario, queda fuera de este posible cálculo, de forma que sólo en el primer caso, si el resultado 

corresponde con la actuación que Jo originó, es adecuado a ésta y se encuentra en relación causal con ella, sirve de fundamento al 

deber de indemnizar, aunado a que debe existir una adecuación entre acto y evento, a lo que se ha llamado la verosimilitud del 

nexo, y sólo cuando sea así, alcanza la categoría de causa adecuada, causa eficiente o causa próxima y verdadera del daño, lo cual 

excluye tanto a los actos indiferentes como a los inadecuados o no idóneos, así como a los absolutamente extraordinarios. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo directo 518/2012. María SilviaMatilde Barriguete Crespo y otro. 13 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: 

Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Mayra Susana Martínez López. 
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Época: Décima Época 

Registro: 2003141 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Libro XVIII, Marzo de 2013, Tomo 3 
Materia(s): Administrativa 

Tesis: l.4o.A.37 A (lOa.) 

Página: 2075 

Así las cosas, si bien es cierto que sí se acreditó el primer elemento consistente en los daños 

al vehículo del particular, también lo es que fil! se acreditó el segundo elemento consistente en la 

actividad administrativa irregular de la autoridad competente para dar mantenimiento, señalización 

y reparación de las calles del Municipio de Monterrey, porque la parte reclamante omitió ejercer 

su acción ante dicho ente Estatal y por consecuencia no se cumple con el nexo causal por falta del 

segundo elemento. 

Aunado a lo anterior, sí bien es cierto que el parte vial número  en fecha 09-nueve 

de diciembre del año 2022-dos mil veintidós, es una probanza para acreditar que el daño a su 

vehículo ocurrió en dicha avenida, también lo es que con dicha documental no se acredita la 

existencia de la actividad administrativa irregular del ente municipal y al reclamante le 

correspondía probar haber señalado a alguna autoridad como presunto responsable por omisión de 

mantenimiento o reparación de las calles, o haber ejercido su acción ante la autoridad 

correspondiente y al no hacerlo de esa forma, no es procedente el pago de lo solicitado en su escrito 

de reclamación, al no acreditarse el nexo causal entre la actividad administrativa irregular y los 

daños causados a su vehículo, porque la acreditación de un solo elemento consistente en el daño 

real y directo, no es suficiente para tener por acreditado el segundo elemento consistente en la 

presunta actividad administrativa irregular, y al no existir esta última no se puede configurar el 

nexo causal, siendo procedente además dejar a salvo los derechos del ciudadano para que los haga 

valer ante la autoridad correcta, resulta aplicable por analogía la ( de aplicación supletoria del 

artículo 24 Fracción III del Reglamento de la Administración Pública del Municipio de Monterrey), 

siguiente tesis: 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA PROPIEDAD DEL BIEN RESPECTO DEL CUAL SE 

SOLICITA EL RESARCIMIENTO ECONÓMICO CON MOTIVO DE LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA 

IRREGULAR NO ES UN PRESUPUESTO PARA DAR TRÁMITE A LA RECLAMACIÓN RELATIVA, SINO UN 

ELEMENTO QUE DEBE ACREDITARSE PARA OBTENER RESOLUCIÓN FAVORABLE. En el artículo 22 de la Ley 

Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado se distribuyen las cargas probatorias dentro del procedimiento indemnizatorio 

y, al efecto, se prevé que corresponde al reclamante demostrar la responsabilidad del Estado que causó lesión en su patrimonio. Por 
otra parte, establece que en el Estado recae la obligación de acreditar que el daño no deriva de su actividad administrativa irregular, 
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ya sea porque es consecuencia de la acción de un tercero o del propio reclamante, o bien, que se generó por caso fortuitoo fuerza 

mayor, incluso porque se trata de un menoscabo que está jurídicamente obligado a soportar. La redacción del artículo atiende a una 

lógica simple, consistente en que debe demostrarse primeramente que en el patrimonio del particular se generó un daño como 

consecuencia de una actuación administrativa irregular, y sólo comprobado esto último será posible analizar las causas eximentes 

de responsabilidad. Entonces, los elementos que debe demostrar la parte reclamante, como son: la existencia del daño en su 

patrimonio y el nexo causal entre éste y la actividad del Estado, son elementos sustantivos que deben colmarse para que se dicte 

una resolución favorable, ya que aun cuando, en algunos casos, el tema relativo a la titularidad sobre un bien envuelve un aspecto 

de legitimación y, por ende, un presupuesto para dar trámite al procedimiento, en la hipótesis de que se trata ese tópico constituye 

un requisito para que se reconozca el derecho pretendido, toda vez que no se justificaría resarcir un daño que no recayó en el 

patrimonio de quien pretende la indemnización. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo directo 49/2014. Femando Federico Rodríguez López. 6 de marzo de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Joel Carranco 

Zúñiga. Secretario: Paúl Francisco González de la Torre. 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de abril de 2014 a las 9:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

Época: Décima Época 

Registro: 2006319 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 5, Abril de 2014, Tomo ll 
Materia(s): Administrativa 

Tesis: l.lo.A.63 A (lOa.) 

Página: 1622 

En este orden jurídico, del cuarto elemento de no concurrencia de eximentes de 

responsabilidad, que de forma oficiosa, se desprende el análisis del mismo parte vial identificado 

con el número  a través del cual se observa que el accidente aconteció en la A venida 
Churubusco cuya jurisdicción es de Gobierno del Estado de Nuevo León como probable 

responsable de algún servidor público o ente de dicho Gobierno Estatal, máxime si fue a raíz de 

un evento meteorológico, por lo tanto, se actualizan una eximente de responsabilidad en el presente 

caso concreto, estipulado en el segundo párrafo del artículo 6 de la Ley de Responsabilidad 

Patrimonial para el Estado y Municipios de Nuevo León, el cual establece lo siguiente: 

" ... Artículo 6.- No habrá obligación de indemnizar de acuerdo con esta Ley, por actos materialmente jurisdiccionales o 

legislativos, así como cuando hubiere mediado caso fortuito o fuerza mayor, ni cuando los daños y perjuicios causados no sean 

consecuencia directa de la actividad administrativa pública irregular o se deriven de hechos o circunstancias que no se hubieran 

podido prever o evitar según el estado de los conocimientos de la ciencia o en virtud de la técnica de que efectivamente se disponga 

en el momento de su acaecimiento, en el lugar y tiempo determinado. 

Tampoco habrá obligación de indemnizar conforme a esta Ley por afectaciones causadas por servidores públicos que no actúen 

en ejercicio defunciones públicas; por hechos imputable a terceros que hayan producido la causa de responsabilidad; por hechos 

derivados del descuido o la negligencia del afectado; por hechos en los cuales el afectado sea el único causante del daño; por 

hechos que resulten de la concurrencia de culpas del afectado y del servidor público; por hechos acontecidos para evitar un daño 

grave e inminente; ni cuando el afectado hubiere consentido expresa o tácitamente la actuación administrativa pública .... ". 
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Finalmente, se declara que no ha procedido la presente reclamación en base a los motivos 

y fundamentos de la presente resolución. 

POR LO ANTERIORMENTE EXPUESTO Y FUNDADO, ES DE RESOL VERSE Y 

SE RESUELVE: 

PRIMERO: No procede la presente reclamación de indemnización de daños con número R. D. 

51/2022 promovido por el reclamante , parte reclamante en 

contra de alguna autoridad del Municipio de Monterrey, y se declara NO PROCEDENTE LA 

INDEMNIZACIÓN DE DAÑOS al no acreditarse la responsabilidad administrativa irregular, ni 

el nexo causal, dejando a salvo los derechos del reclamante para que los haga valer ante la 

autoridad competente, en base a los motivos y fundamentos expuestos en la presente resolución. 

NOTIFÍQUESE.- Al C. , a través de tabla de avisos, con 

fundamento en el artículo 24 Fracción III de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y 

Municipios de Nuevo León. Así lo acuerda y firma el Ciudadano Licenciado JOSÉ ANTONIO 

GÓMEZ VILLARREAL, DIRECTOR D ASUNTOS JURÍDICOS DE LA SECRETARÍA DEL 

AYUNTAMIENTO DE MONTERREY, con representación legal en general de la Administración 

Pública Municipal de Monterrey, Nuevo León, en base al acuerdo delegatorio de facultades de 

fecha 29-veintinueve de septiembre del año 2022-d s mil veintidós, publicado en el Periódico 

Oficial del Estado de Nuevo León en fecha 07-siet fle octubre del año 2022-dos mil veintidós.--- 

LIC. JOSÉ ANTO Z VILLARREAL 
DIRECTOR DE ASUNTOS COS DE LA SECRETARÍA 

j ¿J}EL AYUNTAMIENTO DE MONTERREY 
JAGV/ELC/jb, r 
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